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la si¡uiente

jueces y tribunales. La existencia de tal tipo de privilegios pugnaría.
entre otras cosas, con los valores de «justicia» e ..igualdad» que el
aft. 1.0, núm. 1, de la CE. reconoce como «superiores!> de nuestro
ordenamiento juridico. La inmunidad,. como el resto de prerrogati­
vas que en .eI arto 71 de la misma. Constitución se establecen, se
justifica en atencióñ al conjunto de funciones parlamentarias
respecto a las que tiene, como finalidad primordial, su protección.
De ahi que el ejerccio de la facultad concreta que de la inmunidad
deriva se hap en forma de decisión que la totalidad de la Cámara
respectiva adopta.

Esa protección a que la mmumdad se orienta no lo es, sin
embargo, frente a la Improcedencia o á la falta de fundamentación
de las acciones penales dirigidas contra los Diputados o Senadores,
pues no cabe mayor defensa frente a tales riesgos D. defectos de tipo
jurídico que la proporcionada por. los jueces y tribunales a quienes
el arto 117, núm. 1, de la CE. atribuye, de lDaJIel'll especifica, la
tarea de aplicar el ordenamiento para la .administración de justicia.
La amenaza frente a la que PfOleIe. la inmunidad sólo puede serlo
de tipo polític.o, Y Consiste en la eventuaüdad dcfque la via penal
sea utilizada con la intención de perturbar el funcionamiento de las
Cámaras o de alterar la composición que alas mismas. ha dado la
voluntad .popular, La posibilidad de que las Cámaras aprecien y
eviten esa intencionalidad es lo que la Constitución ha querido al .
otorgarles la facultad de impedir que las .ciones penales contra sus
miembros prosigan. y lo que permite. por tanto. la institución de
la inmunidad es que las propias Cámaras realicen alSO que no
pueden llevar a cabo los órganos de naturaleza jurisdiccional como
es una valoración sobre el signiftcado político de tales acciones.

El control que a este T.e. corresponde, ~ún hemos indicado
antes, acerca de la conformidad de las deciSIones adoptadas en
ejercicio de la inmunidad respecto al art. 24, núm. 1, de la CE., no
puede llevarnos a revisar o a sustituir esa valoración, pero si a
constalaE- que el juicio de oportunidad o de intencionalidad se ha
producido en las Cámaras, y ello de modo suficiente, eslO es, en
términos razonables o argumentales. De la existencia o inexistencia
de semejante juicio depende. en efecto, que el ejercicio de esa
facultad, potencialmente restrictiva del derecho a la tutela judicial,
se haya realizado conforme a su propia finalidad y depende, por
consigJJiente, en el supuesto de que la decisión parlamentaria sea
contraria a permitir dicha tutela, que el derecho fundamental a esta
haya de considerarse o DO vulnerado.

. Séptimo.-El examen del CalO ooocreto, ea que por una Cámara
parlamentaria se acuerde denepr la autorización pera procesar a
uno de sus miembros es algo. por tanto, que viene impuesto al
obieto de determinar la existencia o DO de un razonamiento
suliciente pera esa negativa. Este examen puede realizarle tanto en
el supuesto de que el correspondiente acuerdo aparezca adoptado
en forma motivada -a lo que no se oponen la Constitución ni los
Reglamentos de las Cámaras, pese a que estos impongan c¡mícter
secreto a las deliberaciones previas' a la aprobación de tales
acuerdos- como en el supueSto que dicha motivación no se lIporte.
El examen puede revestir, en este último supuesto. mayores
dificultades. pero siempre cabrá resolver que'eI razonamiento en
que el acuerdo parlamentaría se fundamenta es o no deducible, .
bien mediante las alegaciones que l!Or la representación de la
correspondiente Cámara se formulen en el proceso de amparo bien
a partir de las circWlStancias que concurrieron en la acción ¡penal
gue dio lllJllll" al suplicatorio. .

En el presente..caso. el acuerdo del Pleno del Senado por el que
se denegó la autorízación para procesar aparece desprovisto de
motivación alguna, y esta tampoCo ha sido aportada en las
alegaciones que la representación de las Cortes Generaks ha
formulado, como puede apreciarse en el resúmell que de eUu ~
contiene en los antecedentes de· la presente Sentenc18. .

En .cuanto; lt las éircunstancias de la querella que en su dia
interpuso el hoy demandante de amparo, debe tenerse en cuenta
que la misma fue ocasionada por un escrito del que era autor quien
fue elegido posteriormente Senador y respecto a quién se solicitó
del Senado autorización para procesar. Además de que el carácter
estrictamente literario del escrito por nadie ha sido desmentido. no
concurren elementos que permitan apreciar, en la intefpoSición de
la querella, la existencia de móviles o intenciones referidos al
funcionamiento o composición del Senado. Al contrario, todo
contribuye a poner de relieve que tales móviles o intenciones no

17400 Pleno. Confite/os positivos de competencIa nameros
50511983. 74211983 Y 79/1984, acumulados. Senten­
cIa namero 9111985. de 23 de ]Ulio.. .

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, don Angel Latorre Se¡ura, don Manuel Diez de
Velasco.Vallejo, don Francisco Rubio Uorente, doña Gloria Begué
Cantón, don Luis Diez-Picaza. d~ Francisco Tomás y Valiente,

pudieron existir, pues en el momento de formularse la querella. ni
la persona frente a la que se dirigía tenia aún la condición de
Senador, ni siquiera cabía aventurar que iba a serIa, ya que todavia
no se habia convocado las correspondientes elecciones. ni, en
consecuencia, eran conocidas las candidaturas a éstas.

La denegación que se acordó por el Senado del suplicatorio para
procesar aparece, por tanto, en este caso, del todo desvinculada
respecto a la fmalidad que según hemos expuesto en nuestro
anterior fundamento jurídico, pudiera justificar esa restricción del
derecho a la tutela judicial que se reconoce en el arto 24, núm. 1.
de la C.E. Ha de concluirse que, por referencia a este precepto, se
produjo efectivamente una de las supuestas vulneraciones constitu­
cionales en que se apoya la solicitud de amparo; por lo que procede
el otorgam1ento de este. . .

Octavo.-Sesún el art. SS, núm. 1, de la WTC, la sentencia que
otorgue el amparo contendrá alguno o~ de los pronuncia­
mientos siguientec a) Del:laración de nulidad de la decisión. aeto
o resolución que hayan impedido el p1eno'ejercicio de los derechos
o li\;lertades protegidos, con determinación, en su caso, de la
extensión de sus erectos. b) Reconocimiento del derecho o libertad
pública de conformidad con su contenido constitucionalmente
declarado. c) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su
derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en
su caso, para su conservación. •

En el presente caso. de acuerdo con los fundamentos jurídicos
anteriores, lá violación del d~recho fundamental reconOCIdo en el
arto 24, núm. 1, de la C.E. tuvo lugar, de modo directo, mediante
el acuerdo del Pleno del Senado impugnado, por lo que procede'
declarar su nulidad, que ha de extenderse -en cuanto a sus
efeetos- a todos los actos posteriores que sean consecuencia del
mismo.

Por Qtra parte, procede reconocer el derecho del recurrentc a
que la autonzación para ·procesar al Senador don Carlos 'Barral
Agesta no sea denegada por razones lijenas al fin de la institución
de la inmunidad parlamentaria, que es, de acuerdo con las
consideraciones contenidas en el fundamento jurídico sexto -que
se dan aquí por reproducida5-, la de evitar que la Vía penal sea
utilizada con la intención de perturbar el funcionamiento de las
Cámaras o .de alterar la composición que a las. mismas ba dado la
voluntad popular.

Finalmente, en cuanto al restablecimiento del derecho. se
producin\ mediante la nueva resolución que habrá de dictar el
Senado. en orden • la autorización solicitada por el Tribunal
Supremo. debiendo precisarse que si la decisión fuera denegatoria

. habría de expresar las razones que la justifican, dado su efecto de
limitar un· derecho fundamental, que exige que el. acuerdo se
encuentre fundado en derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QU~ LE CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACIOP>l ESPAÑOLA, .

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el demandante, y en su virtud:

Primero.-Declarar la nulidad del acuerdo del Pleno del Senado
de 23 de noviembre de 19&3, por el que se: denegó la autorizaciÓll
para procesar al Senador doD Carlos Barra! Asesta. así como de
todos los actos. posteriores que sean consecuencia del mismo.

Sepndo.-Reconocer el derecho deWecurrente a que la mencio-r
nada. alltOlúación DO sea deDeJllda por I'IIZOnes ajenas a la .finalidad" ,
de la institución de la inmumdad parlamentaria, quedando resta>- .
blecido en su derecho· mediante el nuevo acuerdo, que deberá
adoptar el Senado, todo ello de confonnidad con el último·
fundamento jurídico de la presente. Sentencia.

Publiquese en el «Boletín Ofici3J del Estado;'.

Dado' eIt Madrid a.22 de julio de 1985.-Manuel Garcia PelaYQ
Alonso.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Gloria Begué Can­
tón.-Rafael' Gómez Ferrer Morant.-Angel Escudero del
Corra\,-Fírmados y rubricados. .

don Angel Escudero del Corral y don Francisco Pera Verdaguer.
Magistrados, ha pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA'

en los conf1ietospositivos de competencia,q\le iniciados bajo los
números 505/1983, 74211983 Y 79/1984, hall sido acumulados, y
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que han sido prom,ovidos por el Consejo Ejecutivo de la ~Ilerali­

dad de Cataluña, representados por los Abogados don Ramón
Maria Llevadot RQig y don Ramón Gorbs i Turbany, en relación
con las R~luciones deJa Dirección ~neraJ dela Salud (Ministe­
no de SaDldad y Consumo) sobre autorización e inscripc¡ón' en el
Registr!l ~neral Sanitario de fechas 14 de marzo, 20 de junio y 19
de septiembre de 1983, yen los que ha comparecido el Gobierno
de la Nación, representado por el Anbogado del Estado, siendo
ponente el MagJstrado don Jerónimo Arozamena Sierra, quien
expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES'

Pnmero.-"tas Ro¡gqO~ que h.n' originado los conflictos que
se sí,luen'blijo 105 nÚlDer'O$ SOS/1983, 742/l98~ y 79/1984, son las
slgwentes:

_ 'De la D.'rección Genení(de la Salud, del Ministerio de Sanidad
'Y Co~sumo, de fecha 14 de marzo de 1963, Sobre autorización e
IDSCfÍÍlClón a «Turco Española, Sociedad Anónima», del aditivo
«Melacide P/1:»; de la DUSDla Dirección General, la de fecha 20 de
junio de 1983, sobre autorización e inscripción a DIstribuidora
«F1ler,; Sociedad Anónima», del aditivo «AfiIact», y de igual
DIreCCIón ~Ileral, la de fecha 19 de -septiembre de 1983, sobre
autorización e inscripción a «Laboratorio Técnico Mercader-Jorge
yJosé Mercader Arqué$», el aditivo «Rosecam». La inscripción se
hlZ9 en el Registro General Sanitario, en virtud de lo establecido
en el Real Decreto 282S/1981 , de 27 de noviembre.

Considera la Generalidad de Cataluña, que es la, que Iur
planteado los conflictos, que la competencia para autorizar los
aditivos le corresponde. Resume su posición diciendo que la
competencIa del Estado en 18 materia, debe" centrarse en la
elaboración de una norma que establezca, con carácter general para
tod,os los. aditivos que puedan ser utilizados sobre un -producto
ahmentano concreto, las características que debe reunir, las condi­
cIOnes y dOSIS tolerables y demás extremos que se consideren
necesarios para conseguir la debida tutela de la salud pública; fijada
esta norma corresponderá a- la Comunidad Autónoma la subsi­
guiente actuación consistente en la constatación del cumplimiento
de los requisitos y condiciones fijadas por el Estado para el
producto. cuya autorización e inscripción se solicita; caso de
aj ustarse a los, referidos requisitos y condiciones, el otorgamiento
de la autorización será debido. De esta suerte, dice la Generalidad,
quedan respetadas las competencias y derechos constitucionales:
Las del Es~do,. en: cuanto que es él. el que fija las bases reguladoras
de la autonzaclón de productos aditIVOS; las de la Generalidad, en
cuanto podrá ejercer el control sobre los productos relacionados
directa o indirectamente con la alimentación humana; los princi­
pios de unidad de mercado y de igualdad de las condiciones básicas
de la protección de la salud.

La fundamentación jurídica común a todos los confliClos de la
Generalidad, se desarrolla en los siguientes apartados:

A) Referencia al sistema arbitrado por la normativa española
en materia de aditivos.-Código Alimentario español y disposicio­
nes que lo complementan:

a) La regulación de los aditivos aparece en el Código Alimen­
tarío español aprohado por Decreto de 21 de septiembre de 1967
y puesto en vigor en virtud del Decreto 2SI9I1974. Su arto 4.31.01
dispone que ~ considerarán aditivos todas las sustancias com­
prendidas en este C6di¡o que puedan ser añadidas intencionada­
mente a los alimentos y bebidas, sin propósito de cambiar su valor
nutiitivo, a fin de modificar sus caracteres, ~cas de elaboración
o oonservación o para mejorar su adaptación al uSo a que son
destinadas». SegÚD el art. 4.31.02, «Sólo podrin utilizarse los
aditivos incluidos en las listas positivas vi&entes, comlllementarias
del presente y de los capítulos XXXII a XXXIV, ambos inclusive.
Estas listas~ revisadas Deriódicamente» y el 'prOpio artículo
señala las oondiciones que deberán dane en algún nuevo aditivo
para su inclusión en las listas citadas. La aplicación y'desenvolvi­
miento del C6diao Alimentario español es la misión que tiene
encomendada' la Comisión InterministeriaI ~ la, Ordenación
Alimentaria. b) Según' lo ·expuesto, la ~n alimentaria
española opta por el sistema de listas posillvu (complementado
por algunas referencias nesalivas o prohibiciones). Es decir; única­
mente pueden ser utilizados aqueDos aditivos, para los que existe
una autorización expresa. Este principio está recogido en todas las
Reglamentaciones Técnico-Sanitarias para cada IfUpo de alimen­
tos, los cuales, al referirse a los aditivos, siempre hacen referencia
a que sean aprobados por ulterior RéSOlución del Ministerio de
Sanidad. Las Resoluciones por las que se- aprueba la lista Yla dosis
de aditivOs que pueden ser utilizados en un determinado alimento,
son lo que constituye la autorización (genérica) de un aditivo. Esta
competencIa de autonzación o mejor quIZás de «determinación» de
las sustancias aditivas es la que corresponde a la Administración
Central. Pero además, toda persona que pretende comercializar un

aditivo, ha de solicitar de la Administración su autorización e
in~ripción en el Registro Sanitario Especifico d'e Productos. El
Organismo responsable comprobará que el «producto preparado»
que se propone figura en las listas positivas, y por lo tanto su uso
es~ autofÍZ!ldo, y que los alimentos y en las dosis que se pretende
ulllizar se aJusten a la norma En este caso, otorgará la autorización
y se adjudicará a'I ¡JrOOucto un número de identificación en el
R!t'S!ro ~nitario. c) E~ el momento de creación de este Registro
la sJación ahmentana no estaba totalmente desarrollada, exis-
tie un cierto \IIlCÍo lesal en lo que atañe a lá rq;lamentación de
las caraCterísticas de composición de muchos alimentos, y por lo
tanto tampoco estaban definidos los aditivos que podian añadirse
a aquéllos. Esto hizo que en la pr-6etica (segUn parece) la inscripción
en el R~stro adquiriera, en algunos supuestos, el valor de una
autorlzaetón «genérico y a la ~z supusiera el otorgamiento de una
autorización (concreta). Es preciso distinguir estos dos aspectos ya
que el Registro-debe,considerarse, simplemente, como depositario,
de unas informacioD6-sobre los productos utiJizados en la indus­
'tria alimentaria, previa las oportunas verificaciones de que se
ajustan a la norma, cin;uiIscribiendo, en este sentido, su función a
~ de identi.ficar con un.nl;imero DI:' determinado producto, cuyas '
etreUDstan~as '1 caracterísllcas ¡lublIca, pero no ~mendo tal ofiCina
competencIa alguna para autonzar el uso de mngunasustancia o
producto que p~viamente no haya sido autorizado (genérica­
mente). En delimllva, aun al margen de cualquier planteamiento
constlluciona1 y sólo por simples exigencias de un funcionamiento
eficaz de la· Administración Pública, habrá de convenir que la
utorización (genérica) de aditivos, por claras razones de homoge­
neIdad, debe efectuarse a nivel estatal mediante las peninentes
Resoluciones del Ministerio de Sanidad, pero nunca mediante
actos concretos de autorización de productos determinados yconsi-'
guiente inscripción en el Registro Sanitario. El objeto de esa
autorización no puede ser otro que comprobar que los productos
que un industrial solicita comercialiZar, fabricar, imponar o uiilizar
están incluidos en las'listas positivas de aditivos autorizados para
toda España. d) Cuanto queda expuesto viene confirmado por la
Resolución de 2ó de febrero de 1981 de la Secretaría del Estado
para lB Sanidad por la que se aprueba la ordenación de las listas
positivas de aditivos autorizados para su uso en diversos produClos
alimenticios, destinados a la alimentación humana. Según dicha
norma (art. 2.°, 2), «la inclusión de un aditivo en estas listas no
excluye del cumplimiento de las exigencias de autorización sanita­
ria y registro individualizado que para'la elaboración, importación
distribución y venta de estos productos establece el ano 1.°, 4, dei
Decreto 7~7/197S, de 21 de marzo, y la Orden del Ministerio de la
GobernacIón de 18 de agosto ¡;le 1985,sobre registro de industrias
Y' productos alimenticios y alimentarios», señalando por su parte el
arto 4.<> que «queda prohibida la utilización de aditivos que no
figuren reseñados en las mismas (listas) o sobrepasen las proporcio­
nes máximas consignadas para aoción y/o a¡¡mento». La distinción
entre autorización genérica o -«determinación» de un aditivo
incluyéndolo en una <dista positiVa» y autorización específica de un
producto determinado tiene una importancia capital a los efectos
del presente conflicto por cuanto mientras la primera constituye
una nOfll1;a bá~ica (de competencia estatal) la segunda es un simple
acto de ejecuCIón, y por lo tanto de competencia autonómicá.

B) Competencias de la Generalidad de Cataluña: El Real
Decreto 2210/1979, de 7 de septiembre, atribuyó a la Generalidad
determinadas competencias en -materia de Sanidad interior, las

-cuales quedaron consolidadas en el marco de la Constitución y del
Estatuto de .Autonomía (art. 17, disposición transitoria sexta), que
~D ~nferido a .la ~neraJidad el desarrollo legislativo y la
CfecuCIón de la leais1aclon báSlca del Estado, facultándole, además,
IUI peIjuicio de 18 alta inspección reservada al Estado, para que
orpnice y administre en su territorio los servicios relacionados con
la SaDidad interior. Con sqjeción a la 1qisláción básica del Estado,
corresponde a Cataluña, el control sanitario de' la producción,
almacenl\ie, transporte, manipulación y venta de alimentos, bebi­
das y productos relacionados directa o indirectamente con la
alime~tación h~a, así como la organización, program,ación,
dirección, resolUCIÓn, control vigilancia, sanción e intervención de
los citados productos, en los términos establecidos por los ans. IS.I .
y l6:1.~) ,del. Re~ J:?ecrCto 2210/1979._Alser la autorización y
subsisI;I~ente IDSCnPCIÓn de ~etermlDBdos productos o sustancias,
expreSlon de facultades calIficadas como de ejecución, hay que
concluir que es a la Generalidad a quien corresponde autorizar en
príl11-er lugar e inscribir posteriormente, en concreto, el prod~cto
adlllvo. ,_ I

C) La autorización de aditivos y la Jurisprudencia constitucio­
nal: a) La asunción por la Generalidad de los servicios traspasados
ha de ser interpretada -como dice la Sentencia de 20 de mayo de
1983- en el marco de la Constitución y del propio Estatuto, sin
olvidar que el arto l S del Real Decreto 2210/1979, de 7 de
septiembre, establece que la lÍansferencia se operará «en el marco
de la planificación general sanitaria del Estado», «sin perjuicio de
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las actuaciones que lleven a cabo los órganos de la Administración
del Estado, a efectos de coordinación y supervisión» y que es
precisa «la comunicación de actos e infOrmación, de acuerdo con
la normativa det Estado a fin de garantizar el cumplimiento de los
fines y objetivos del mismo y de obtener un sistema coherente.
armónico y solidario». Tales principios en modo alguno se aponen
a la tesis sostenida en el presente conflicto. b) Pero hay que añadir:
1.0) Que el Real Decreto 2210/1979, disP\l5O que en el ejercicio de
las funcion«:s.de control sanitario de productos relacionados
directa o indirectamente con la alimentación humana (art. 16.h) del
Real Decreto mencionado. b:e~neral todas las relacionadas en el
articulo 16.1 el CItado Real to «Se entenderá que los criterios
técnicos de aplicación serán los contenidos en las instrucciones que
con carácter seneral, diete el Ministerio de Sanidad Y Seguridad
Sociab>. Traduciendo en términos post<Ol1Stitucionales tal pres­
cripción, podemos afirmar, dice la Geoeralidad, que aqui se está
apunlaDdo a un doble nivel de aquaciones; Unas -<¡ue correspon­
den al Estado- relativas a la fijación de 4lClÍterios técnicos de
aplicacióD» expresados en «instrueeioneSlO (técnicas. de aplicación
general para todo el territorio español) para obtener una minima
homogeneidad del sistema sanitario y otras -<¡ue corresponden a la
üenerahdad- retanvas a la «apllcaelótm concreta de tales «instruc­
ciones» a los casos particulares. Los «criterios técnicos de aplica­
ciÓll» son las ~stas positivas» de aditivos autorizados para su uso
en diversos productos alimenticios destinados a la alimentación
humana, aprobados como vimos por la Secretaria de Estado para
la Sanidad. Estas listas de aditivos autorizados constituyen las
«bases» que deben respetarse por la Comunidad. en el ejercicio de
las funciones que tiene traspasadas, y su «aplicaeiótm a cada caso
concreto. corresponde a la Comunidad. 2.° Que mi la fijación de
bases ni la coordinación general deben 1leAAr a tal .rado de
desarrollo que dejen vacias de contenido las correspondientes
competencias de las Comunidades Autónomas» (Sentencias de este
Inhuna! de 211 de abnl de 1983). 3.U

) Que la Sentencia de 20 de
mayo de 1983 a la vez que declaró nulo por insuficiencia de rango
el núm. 3 del art. 2 del Real Decreto 2825/1981, de 27 de
noviembre, consideró que. la «autorizaciótm de aditivos correspón­
dia al Estado pues tal autorización puede incluirse entre las bases
de la sanidad interior, pero añadiendo una importante precisión. en
la linea de lo que esta parle sostiene: «Sin que por otra parle se
observe incompatibilidad entre esta competencia estatal y la
transferida a Cataluña en virtud del arto 16.l.h) del Real Decreto
2210/1979. de 7 de septiembre». Esta declanción de compatibili­
dad sólo puede entenderse, dice la Generalidad, si se repara que
existen en esta materia dos autorizaciones: las del aditivo en sí.
genéricamente considerado, que por se ..básica» corresponde al
Estado. y la del 4lProducto» que contiene tal aditivo -solo o
mezclado- que por ser concreta y específica tienen la naturaleza de
acto de ccejecucióll» de la legislación básica y, como tal. corres­
ponde a la Comunidad Autónoma. Esta tesis viene reforzada por:
a) El art. 2.°. núm. 4, del Real Decreto 2824/1981. anulado por
insuficiencia de rango por la Sentencia de 28 de abril de 1983. que
al regular la autorización de aditivos se refería a la «autorización
genérica» del aditivo en sí y no a la del «producto» elaborado por
una u otra Entidad que lo contuviera. por cuanto seria impensable
que los actos administrativos singulares de autorízación concreta
de un «productOlO deténninado tuvieran que hacerse -como esta·
blecía el precepto dicho- previo informe del Consejo de Coordina·
ción QUlÍtaria, por acuerdo del Consejo de Ministros. b) la propia
Sentencia de 20 de mayo de 1983 al igual que la de 28 de abril e
ese mismo año, pone de relieve que la inacripción en el Registro
(estatal), aunque obligatoria, no es constitutiva ni implica el
otorgamiento de una áutorizacióO. Añadiendo la Sentencia de 20 de
mayo de 1983 (para aclarar el núm. 6 del art. 2.° del Real Decreto
2825/1981. conforme al cual .... Direcx:ióu General de la Salud
Pública podrá en cualquier momento. proceder a la revisión de las
inscripciones o anotaCIOnes realizadas») 4Il!ue es necesatio ponerlo
(el precepto) en relación con las competellClllS estatales o comunita­
rias acerca de la autorización, pues sólo la Autoridad en cada caso
competente para autorizar será también la competente para' valorar
las razones sanitarias que aconsejen la revnión de la inscripción,
pues de otro modo. esto es, si se admitiera que en el CllSO de una
autoriZaciÓll concedida por la Comunidad Autónoma, pudiera
revisar, el Estado, la inscripción,' se producirla la configuración de
la misma 4lIIO vinculada» a la autorizaciÓR, es decir mera conse­
cuencia de la misma, que supondrla una invasión o ruptura del
orden competencia\». la Sentencia admite la existencia de autori­
zaciones singularizadas de las comunidades Autónomas que hayan
asumido competencias sobre la materia, que no pueden ser
suplantadas, DI 'siquiera modificadas por la Autoridad que lleve el
Registro Central. 4.°) El Real Decreto 2210/1979, de 7 de septiem­
bre, que según la Sentencia, en su art.. 16.l.h) contempla una
competencia de control a favor de la Generalidad no incompatible
con las estatales en materia de aditivOS, en su anexo III considera
afectado JIOr la transferencia efectuada (art. 18) entre otros, los
Decretos 797/1975, de 21 de marzo (modificado por los Reales

Decretos 1507/1976, de 21 de mayo, y 359611977, de 30 de
diciembre), de competencia de la Dirección General de Sanidad en
matefia.alimentaria y la Orden ministerial de 18 de agosto de 1975.
sobre registros de industrias y productos ~nticios y alimenta­
riOs. Tales refe~ncias ponen de relieve que las actividades autori-­
zantes, que tales preceptos contemplan, fueron traspasadas a la
GeneraIidad, la cual ha consolidado la titularidad de la competen­
cia transferida.

D) las tesiS del Gobierno. Interpretación errónea de la juris"­
prudencia citada. El Gobierno ha hecho abstracción de la doctrina
contenida en las Sentencias citadas y pretende cohonestar su
actución en lo que se afirma en la de 28 de abril de 1983 (para el
País Vasco) ignorando lo que para Cataluña estableció la de 20 de
mayo de 1983, la interpretación que hizo el Gobierno. al contestar
el requerimiento fue precipitada porque sostiene la Generalidad no
sólo no interpretó la Sentencia de 28 de abril coherentemente con
la de 20 de mayo, específica para Cataluña, sino que incluso,
.considerada la Sentencia invocada aisladame11te, en modo alguno .
esa Sentencia afirma aquello que el Gobierno le atribuye porque, en
realidad, la autorización a que alude» no es la «autorización
concreta»'de unos determinados ceproductos» aditivos que una
empresa pretenda utilizar, fabricar, comercializar o producir -com­
petencia típica de 4lCjecucióD»-, sino la autorización genérica de
una sustanCia como «aditivOlO. que en aras a la homCl$eneidad del
sistema sanitario. del principio de igualdad, de la segundad juridica
y de la libre circulación de bienes, conviene que en la medida que
establece unas condiciones básicas, éstas sean determinadas de una
forma uniforme para todo el territorio español.

Como fundamentación especifica de cada uno de los conflictos
se hace la siguiente:

A) la autorización conéedida para el producto ccMelacide
P/2» es ilegal e inconstitucional, porque la autorización se ha
efectuado: a), sin que exista ninauna lista positiva de aditivos
autorizados para los productos de pesca, debidamente publicada. a '
los que va destinado el 4lMeIacide P/2» y, en consecuencia, es
arbitrario cualquier producto aditivo o dosis que se autorice; b), se
ha convertido el acto de la autorización e inscripción en el Registro
del producto 4lMelacide P/2» en una autorización genérica de
sustancia aditiva. El sistema es peligroso porque la autorización de
productos aditivos por la Dirección General de la Salwl, sin que
exista la aprobación previa y con carácter jeDeral del aditivo.
reflé~do las características y dosis m4ximas utilizadas que deben
reumr los productos sujetos a autorización, ¡melle dar lugar a
resoluciones contradictorias o excesivamente dIscrecionales; c), el
mecanismo arbitrado no es correcto e in¡:urre en un doble vicio; el
de ilegalidad; en cuanto infringen el art. 4.31.02 del CAE y el art. 4.°
de la Resolución de la Secretaria de Estado para la Salud de 26 de
febrero de 1981, Yel de inconstitucionalidad porque a través de la
autorización de productos concretos -eludiendo la aprobación de
listas positivas de aditivos autorizados -se hurtaD competencias de
«ejecución» a la Generali\lad. las competencias autonómica~ se
pueden sustraer no sólo conculcándolas frontalmente, sino también
utilizando mecanismos que. de hecho. impiden su ejercicio, lo que
sucedería en el presente caso si se pretendiera dar a las ..bases» un
alcance laD amplio que nada restara a la Comunidad Autónoma
para cjecutal'lt.

B) la autorización concedida para el producto «Afilacl» es
ilegal e inconstitucional, porque la autorizaciÓn se ha efectuado: a),
sin atender al contenido de la lista de aditivos autorizados en la
elaboración de diversos produCtos destinados al consumo humano,
entre ~~uesos. tn materia de quesos, no existe una lista-·
positiva . de aditivos autorizlldoL No obstante, es.
careucia viene su~ por las si~entea disposiciones: Orden del
Ministerio de Aaricultura de 27 de julio de 1970. sobre definición,
denominación, composición y caracterlsticas de los quesos. Orden
de la Presidencia del Gobierno de 26 de noviembre de 1975. sobre
normas de calidad, y Resolución de la Secretaria de Estado para la;
Sanidad de 26 de febrero de 1981, que ordena la lista de aditivos; .
autorizados eD la elaboración de determinados productOS, entre
ellos el queso. En ninguna de estas disposiciones aparece el..
4lClorhidrato de lisozima», sustancia que in~el producto denO­
minado comereialmente 4lAfiIaet», como adiuvo autorizado para la .
elaboración de quesos. En consecuencia, la Resolución de la
Dirección General de la Salud de 10 de junio de 1983, además de
incurrir en vicio de inconstítucionalidad, constitu~e una violación
manifiesta del art. 4.31.02. que únicamente .permlte la utilización
de los aditivos incluidos en las listas positivas vigentes, sin que por
otra parte conste que se ha comprobado con carácter preVIO a su
autorización que la sustancia en cuestión reúne las condiciones'
específicas de su grullO y se adapta a las aenéricas que enumera el
tan repetido arto 4.31.02, en cuyo caso procedería su inclusión en
las citadas listas positivas; b), se ha convertido el acto de autoriza­
ción e inscripción en el Re$istro del 4lproducto» concreto «Afilael»
en una autorización genérica de sustancia aditiva. El sistema es .
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peligroso porque la IQltorización. de produCtos aditivos por la
Dirección General de la Salud, SiR que exista la aprobación previa
y eón carácter. JeIIeflIl, del aditivo, reflejando las caracterísueas y
dosis máJ<imas utilizadas ,ue deben reunir los produCtos SUJetos a
autorización. puede dar usar a resoluciones oontnldictorias o
exoesivamente disc:reciooales.. El mecanismo arbitrado no es
correcto e incum: en el vicio .de ilegalidad Y .también en el de
inconstitucionalidad porque a tnIvés de la aUlorización de produc­
tos concre:tos -eludiendo la aprobación d~ listas positivas de
aditivos aUlorizados- ~ burtán competencias de .gecucióD» a la
Gene(a1idad. " " '

'C) Tanibién para elprodueto' ..RosecarIl» se sostiene' Pór la .
Generalidad que "la autorización es iIepl e inconstitucional. pues,
por UIllado, está ,(Irolu"bida la ulilización de aditivos que 'no figuren
en las listas. positivas o q~ sobrepasen' las proporciones miximas
C'cmsianadas. Pues bien, dice la Generalida4, estos principios no se
biIn respetado .pórque la autorización de este. {Il'oduetó seba
efllCluado: a).sm que exista ning\lna lista posiuva de aditivos
ailtorizados ,para los· productos cárnicos frescos, debidamente
pub~, a los que va desti~ó el aditivo denominado «Rose­
CllI'II», res!Ütando arbitraria ,ocualquier autorizalliÓD de produCto
,aditivo que se otoraue SÚ\ la previa elaboración. aprobación y
publicación de la mencionada lista pbsitiva. En la actualidad
únicamerite existen en España dos listas positivas de aditivos
aprobados por Res9lución de la Secretaria de"'Estado de Sanidad de
26 de flüirero de 1981, ydebidarilentepublicadas. En dichas listas,
referidas a la elaboración de diversos produCtos destinados al
consumo humano. no se contemplan 10sproduetos cárnicos
frescos. para cuya elaboración se autorizó por Resolución de la
Dirección General de. la Salud la utilizaciÓD del produCto aditivo
«RosecartlJ>. resultando del todo imposible. de acuerdo con la
legislación y suRe~meritación Técnico-Sanitaria vi~ntes. autori­
zar de modo SIDII\l.Iar; b), sobre todo se ha C!lIIverttdo el acto de,
autorización e inscripción en el Rea\stro del «producto,. concreto
«Rosecam» en una autorización genérica de sustancia aditiva. El
sistema es peligroso porque la autorización de productos aditivos,
sin qué exista la aprobación previa y con carácter general del
aditivo, reflejando las características y dosis máximas utilizadas
que deben reunir-los productos sujetos a autorización. puede dar
lugar a resoluciones contradictorias o excesivamente discrecionales.

Segundo.-El Abollado del Estado. en nombre del Gobierno, se
ha opuesto a los conflictos planteados por la Generalidad. La
fundamentación común a los tres conflictos es la siauiente:

A) El fundamento 7 de la Sentencia 71/1982. de 30 de
noviembre, en relación con los componentes, inaredientes y aditi­
vos utilizables en la preparación y fabricación de productos
alimentarios señaló que el establecimiento.de listas poSitivas con el
complemento. en su caso. de listas negativas, pertenece al área de
la competencia estatal, «porque sobre la indicada reaJa de defini­
ción y reglamentación del uso de ingredientes, componentes y
aditivos y sobre la concreción de esta regla respecto de los
productos alimenticios con un mercado que excede el ámbito de la
Comunidad Autónoma se asienta uno de los puntos capitales del
sistema de protección de la salud en materia alimentana,..

B) Las Sentencias 32/1983 y 42/19B3 analizaron especifica­
mente los arts. 1.2 y 2.3 del Real Decreto 2825/1981 -esto es, la
norma que expresamente se invoca en la resolución Que es ahora
objeto de conflicto-. concluyendo la titularidad estatal de la
competencia si bien' en la· Semencia 42/19.83 "Se 'exJiende la
declaración de nulidad por insuficiencia de ranao al 8ft.. 2.3 del
repetido Real ,Decreto 2825/1981. . _

,Frente a las meri~ Sentencias y en un planteamiento que
bien puede calificarse ""mo pretendidamente corrector de lo que en
aquéllas se declara, la Generalidad sostiene ahora que en maleria
de .aditivos~ diferenciar: a). las, autorizaciones jenéricas
-primordialmente 'instrumentadaS a tnIvés del sistema de lista
positiva- de losaditivOli.de P051"ble utilización;·a los que .se ceñiria
la competencia estatal básica. Estos serian los «Criterios técnicos de
aplicación» a que CoDforme al arto 16.2 del Real Decreto
2210/1979. de 7 de septiembre. ha de someterse la Generalidad en
el ejercicio de Jas funciones de control sanitario de los productos
relacionados directa o indirectamente con la alimentación humana;
b)• .Jas autorizaciones específicas, referidas a productos determina­
dos, a las quesubsiaue la illiCr:ipciÓD en el Rea\stro Sanitario. y que.
como actividades de ejecucion. corresponden a la competencia de
la Comunidad Autónoma.

C) "El planteamiento de la Generalidad reslrinae la competen­
cia estatai en relación a Jos 'aditivos a lo que. ~ido ,como
'determinación genérica de cuáles. sean lOs «aditiv06. y demás
prodoCtos que. por sus esPeciales c:aracteristicas, exigen un control '
a nivel nacional», _apereceria realmente como una competencia
normativa, toda vez que la efectividad de aquel control -en suma
la ejecución de aquolla normativa- se inslrumentaria mediante las
aulorizaciones especiticas y subsiguientes inscripciones en el Regis-

tro Sanitario que se pretenden de competencia autonómica. Tal
planteamiento viene a desconocer que frénte a lo que ocurre COD los
demás productos alimentarios. los aditivos (y otros de caracteristi-

'cas asimismo especiales) quedan sometidos a un 1'égimen de
singular vi¡i!ancia que consiste precisamente en su «control a nivel
naciona!». Se trata de uno de los casos en que la extensión de las
competencias estatales básicas desborda el plano nonnalivo para
alcanzar a medidas, concretas por su contenido. pero necesaria­
mente aenerales en' cuantél a su ámbito territorial de eficacia y, por
eno. inse~bles de la propÜl ordenación normativa básica.

El" art: 2.4 del R'eaJ Decreto 2284i1981, partiendo de las
sin$ularidades de los aditivos y frente al ré&imengeneraJ de control
SllIlltario de 105 demás pioductos sanitarios.Ueva implícito el
contenido qüe luqodesarrollalllos arts"1.2 y 2.3 del.Rea1 Oecrelo
2285/1981: a). <le un lado atribuyendo al Consejo de Ministros,
preY10 informe del .consejo de Coordinación y Planificación
Sanitaria, la \leterminaciÓDde los que deben considerarse produc­

'tos Sllmetídos a un ré¡imen de especial viailancia Slinitaria. Esta
deteéminación~ ald arto J.2 del Real Decreto 22851198'1,
refiriéndola a aditivos' desnaluralizadores, material macromolecu­
lar pera la fabricación de envases y embalajes; preParados a1imenti­
ci06 pan¡ ré&ímenes especiales, aguas de bebida envasadas. y
detergentes y desinfectantes empleados en la industria alimentaria;
b). de otra parte, el arL 2.4 del Real Decreto 228511981 asigna un
carácter nacion¡l al control sanitario de eaos productos, Y ese
carácter naciooal es el que articula'el 8ft. 2.3 del Real Decreto
2285/1981, cuando frente a1'régimen común'-<!e" autorizaciones
sanitarias a conceder por las Comunidades Autónomas, en su caso.
competentes- del art 2.4, y exceptuando las asuas de bebidas
envasadas. instrumenta el conlrol «a nivel nacional». conflgurando
como competencia estatal la autorización previa a la inscripción en
el Registro General Sanitario. Restringir el alcance de la competen­
cia estatal en materia de adilivos a lo previSto en el arto 2.4 del Real
Decreto 2824/1981 supondria deSconocer el significado del «con­
trol a niv~1 nacional», establecido en ese mismo preceplo, y el
pronunciamiento que. analizando los arts..1.2 y 2.3 del Real
Decreto 282511981. señala el fundamento cuarto de la Sentencia
32/1983. Por lo demás. y como indica la Sentencia 42/1983, no se
observa incompatibilidad entre esta competencia estatal y la
transferida a Cataluña en virtud del arto 16.l.h del Real Decreto
2210/1979, de 7 de diciembre. pero esa no incompatibilidad no
puede presentarse de forma que venga a negar la propia competen­
cia estatal de autorización. lo que supone es que frenle a la
extensión del control sanitario respecto a los produclos alimenta­
rios no comprendidos en los arts. 2.4 del Real Decreto 2824/1981
(donde efectivamente las bases estatales tienen una proyección
estrictamente Dormativa. la recogida en el arto 2.2 del Real Decreto
2824/1981, y las autorizaciones sanitarias concretas corresponden
a la competencia autonómica: ano 2.4 del Real Decreto 2825/1981),
tratándose de aditivos y demás' productos sometidos a vigilancia
especial, el cóntrol sanitario a ejercer por la Generalidad habrá de
partir de la previa autorización estatal y consecuenté inscripción
registral. y consislirá en velar porque su fabricación. elaboración,
manipulación o eDVase no se efectúen sin autorización o de forma
que no se atenga a los términos de la misma. .

D) Ha de señalarse. dice el Abogado del Estado: J .0. que la
claridad de las examinadas Sentencias en punto a la compelencia
estatal para la autorización concreta y especifica de los aditivos
habní de comportar. en este caso, la declaración en favor del Estado
de la competencia'controvertida con total independencia de lo
señalado en a~uéllas respecto al arto 2.6 del Real Decrelo
2825/1981. y 2. , otro tanto ocurre con la naturaleza no constitu­
tiva de la inscripción registral.vinculada a la autorización. Como
señala la Senlencia 42/198310 esencial es la aUUlrización Y. por ello.
el problema de competenl;Ía se plantea realmente en el terreno de
la autorización y no de. la inscripción. Pues bien. en este terreno de
la a\ltorización, respecto de la cual la inscripción registral es mera
consecuencia;resulta que tratándose de aditivos la competencia es
-de titularidad estatal.

E) Indica el Abogado del Estado la irrelevancia que para la
resolución del presenteconflieto de competencia tiene la Ley del
Parlamento de Cataluña de 14 de julio,de 1983. de higiene y control
alimentarios.

&) Sin peJjuicio de la impuanación que respecto de alguno de
los preceptos de dicha Ley. y en concrelo de su arto 10. pueda en
su momento acordar el Gobierno en cuanto entienda que contra­
dice la competencia esta1al sostenida en este conflicto. la mera
existencia de aquella Ley ,aún sin impugnar en nada puede
condicionar a-la Sentencia que conforme al arto 66. LOTC dicte el
Tribunal. Y ello porque si bien el legislador autonómico puede
inferir el alcance de las bases estatales a par:tir de la reaulación
preconstitucional corresponde en todo caso al Tribunal corregir la
interpretación autonómica ,por inferencia., velando por su adecua­
ción al bloque de constitUCIOnalIdad. La cllada Ley de 14 d~ Jumo
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de 1983 ha sido impugnada por el Gobierno, y es objeto del recurso
707/1983. .

b) La falta de trascendencia de la Ley catalana respecto al
contenido ftmdamental de la Sentencia que ponp fin al conflicto
supone que por idénticas razones y no ya sólo por la fecha de
aquella disposición, posterior al acto que da origen al conflicto,
tampoco pueda influir en la validez y eficacia de tal acto.

Examina tambien el Abopdo del Estado lasal~ciones de la
Generalidad respecto a la ileplidad de la autorizacIón concedida
respecto a cada uno de los productos a que se contrae cada UIlO de
los conflictos. .

A) Respecto de la «Melacide P/2», dice el Abopdo del Estado
que ha de tenerse en cuenta que el producto autórizado (antimela­
násico a utilizar en crustáceos) aparece amparado por la Resolución
de 27 de diciembre de 1981 de la Subsecretaría de Sanidad y
Consumo (<<Boletín Oficial del Estado» de 12 de enero de 1983),
que, conforme al sistema de listas positivas y nej¡ativas establecido
en el Código Alimentario, al mIsmo. tiempo 9ue restablece la
prohibición absoluta del empleo de ácido bónco como agente
conservador de los crustáceos; faculta la utilización de lI8,entes
antimelanósicos y conservadores incluidos en las listas posItivas
allrobadas por Resoluciones de 26 de febrero y 8 de abril de 1981,
VIniendo dada la concreción de la dosis que se per.mite por el
propio tenor de la autorización que ahora se confiere. No existen
infracciones de leplidad, pero es que, en cualquier caso, el cauce
procesal del conflicto constitucional de competencia no seria el
adecuado para impugnar -al malJen del vicio de iJicompetencia­
la legalidad de la autorización.' SI resultará trascendente desde el
plano de la constitucionalidad examinar si en relación a la
competencia el Ordenamiento vigente ofrece respaldo normativo
para su titularidad estatal. La resolución otoTglUldo la autorización
del «Melacide P1'2» se produce en fecha anterior a la de las
Sentencias 32/1983 y 42/1983 y con invocación de una disposición,
el Real Decreto 2825/1981, que en su art. 2.3 fue declarado nulo
por la última Sentencia citada.

Debe resaltarse el sentido, formal, de esa declaración de
nulidad. La Sentencia 42/1983, aplica la doctrina sobre la insufi­
ciencia de las normas reglamentarias para explicar la extensión de
las bases en materia de sanidad interior. Pero, «\a nulidad por esta
razón no implica por sí misma la nulidad de las disposiciones y
actos administrativos en materia de sanidad poSieriores a la fecha
de los dos Decretos objeto del conflicto, ya que podría tener otra
cobertura legal o reglamentana».

Como la Sentencia que ponga fin al conflicto habrá de tener
como pronunciamiento esencial la declaración de la titularidad (le
la competencia controvertida, resultará: i) que no cabrá declarar en
favor de la Generalidad··una competencia que aquellas Sentencias
han declarado que corresponden a la titularidad estatal; y ii) que
entre tanto el legislador estatal no efectúe un explicito deslinde de
las competencias básicas en materia de sanidad interior, tanto la
normativa legal o reglamcntaria vigente hasta la promulgación de
los parcialmente anufados Reales Decretos 2824 y 2825/1981 como
la que emane de las Comunidades Autónomas habrá de ser
interpretada y aplicada en conformidad con los criterios expresados
por las tan repetidas Sentencias 32 y 42/1983.

El desarrollo de la base 26 de la Ley de Sanidad Nacional en
materia de higiene alimentaria, concretado por lo que afecta a la
autorización e inscripción de aditivos en el arto \.03.08 del Código
Alimentario. el arto 3 de la Orden de 19 de noviembre de 1968, el
arto 1.4 del Decreto 797/1975, de 21 de marzo, y el art. 1.3 de la'
Orden de 18 de agosto de 1975,' da cobertura al tratamiento
singularizado de los aditivos respecto de los demás productos
alimentarios. sometiéndoseles a una vigilancia sanitaria específica
que se instrumenta mediante su autorización y ulteiior inscripción
en el Registro Sanitario Especifico de Prod'letos.

Interpretados esos preceptos resultará: i) la titularidad estatal de
la competel\cia .de autorizacióft e inscripción en el Registro
Sanitario Especifico de Productos respecto a sustancias aditivas; y
ii) la consecuente validez y eficacia de la resolución referente a la
autorización e inscripción del «Melacide P/'bt. . .

B) Respecto al «Afila!» se dice por el Abopdo del Estado que:

a) En cuanto a la supuesta ilegalidad del acto administrativo
en relación al cual se plantea el conflicto, por razón de no aparecer
el «clorhidrato de lisozima» entre los aditivos autorizados por la
Resolución de la Secretaria de Estado para la Sanidad de 26 de
febrero de 1981. Yha-berse otorgado la autorización sin que conste
la previa comprobación de· que la sustancia reúne las condiciones
específicas de su grupo y las genéricas requeridas l:'O" el Código
Alimentario, constituiria -en todo cado, esto es SI se llegara It
acreditar esas infracciones- materia enteramente ajena a la contro­
versia competencial de que, en esta sede, se trata.

b) Que si bien la resolución de autorización e inscripción del
producto «Afila!» aparece dictada Con invocación expresa del Real
Decreto 2825/1981 que en su arto 2.3 fue declarado nulo por la
Sentencia 42/1983, de 30 de mayo, dicha circunstancia carece de

relevancia no ya sólo desde el. punto 'de vista de la· controversia
competencial, sino asimismo plU'll fundamentar por esta razón la
anulación del acto, toda vez que el tratamiento singularizado de los
aditivos respecto de los demás productos alimentarios. somelién­
doseles a una vigilancia sanitaria especifica que se instrumenta
mediante su autonzación y ulterior inscripción en el Registro
cuenta con cobertura legal'y reglamentaria suficiente al margen de
los preceptos anulados de los Reales Decretos 2824 y 2825/1981.

C) Respecto al «Rosecarrno se alep por el Abogado del Estado
en primer término que la supuesta ilegalidad del acto por razón de no
aparecer el producto «Rosecarrno enue los aQjtívos autorizados por la·
Resolución de la Secretaria de Estado~ '- Sanidad de 26 de febrero
de 1981" y haberse otorpdo la autorIZlEión sin que conste la previa
comprobación de que la sustancia reúne las condiciones
especificas de su grupo y las genéricas requeridas pOr el Código
Alimentario, constituirla -en todo caso, esto es si se Ilepran a
acreditar esas infracciones- materia enteramente ajena a la contro.­
versia competencia!. En segundo luP,!', dice el Abogado del Estado·
que si bien la resolución de áutorizacián e inscripción del producto
«Rosecarn» aparece dictada con invocación expresa del Real
Decreto 2825/1981 que en su arl. 2.3 fue declarado nulo por la
Sentencia de 30 de mayo de 1983, dicha circunstancia carece de
relevancia no ya sólo desde el punto de vista de la controversia
competencia!; sino paoI fundamentar la anulación del acto, toda'
vez que el tratamiento singularizado de los aditivos respecto de los
demás productos alimentarios, sometiéndoseles a una vigilancia
sanitaria especifica que se instrumenta mediante su autorización
por la Administración del Estll!1o y ulterior. inscripción en el
Registró Sanitario específico de productos, cuenta con cobertura
legal y reglamentaria suficiente al margen de los preceptos anulados
en los Reales Decretos 2824 y 2825/1981.

Tercero.-Las Secuencias procedimentales respecto de los con­
flictos 505/1983, 742/1983 Y 79/1984, han sido las siguientes:

A) El conflicto respecto de la Resolución de 14 de marzo de
1983 fue planteado ante este Tribunal, una vez que el requeri·
miento resultó infructuoso, mediante escrit!l que a nombre del
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, fue presentado
el 20 de julio de 1983 y admitido a·trámite. en virtud de providencia
de 26 de julio de 1983. y dado el curso ·que dispone la Ley fue
contestado por el Abogado del Estado el 20 de septiembre del
mismo año, .

B) El conflicto respecto a la resolución de 20 lIe junio de 1983
fue interpuesto también a nombre del Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña, fue presentado el 20 de julio de 1983 y
admitido a trámite y dado el cunso que dispone la Ley en virtud de
providencia de 23 de noviembre, se instó en él la acumulación al
505/1983. acumulación que tramitada fue resuelta por Auto de 15
de diciembre, alzándose la suspensión y disl'Oniéndose la contesta­
ción por el Abogado del Estado, lo que se hIZO mediante escrito de
13 de enero de 1984. .

C) El conflicto respecto a la Resolución de 19 de septiembre
de 1983 fue interpuesto también a nombre del Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña el 6 de febrero de 1984 y admitido
a trámite y dado el cunso que dispone la Ley. interesó el Abogado
del estado la acumulación al 505/1983, acumulaCión que después
de tramitada fue acordada por Auto de 15 de marzo de 1984.
Alzada la suspensión, se dio traslado al Abogado del Estado,que
contestó el día 13 de abril del Presen,te año.

·Cuarto.-Presentadas las a1epciones; yno disponiendo otras
actuaciones según lo que dispone el arto 65 de la LOTC, se señaló
para la deliberación y votación el 18.del pTeSceDte mes de julio.

n.. FUNDAMENTOS JURIDIC~

Primero.-Como. hemos dicho antes; lOs presentes conflictos·
acumulados (el 505/1983, el 742/1983 y el 79/1984) venan sobre'
resoluciones de la Dirección General.de la Salud (Ministerio del
Sanidad y. Consumo) por las que se dispuso la autorización y .
subSiguiente inscripctón en el Registro General Sanitario de los
productos «Melacide P12» (para su uso como antimelanósico en­
crustáceos), «Afilact» (lisozirna-clorhidrato útilizable en la elabora­
ción de quesoi) .Y. «Rosecarn» (utilizable en la elaboración de
salchichas y butifarras frescas y hamburguesas). Todos estos
productos han sido elaborados en Cata1uila,. por empresas radica­
das en Cataluña y lanzadas al mercado en Cataluña.

Se trata, según la Generalidad, promotora de los conflictos, de
autorizaciones sil\8Ulares comprendidas dentro del conceefo com­
petencial de ejecución, en materia de -sanidad interior, atnbuidas a
la competenCIa autonómica según lo dispuesto, en este punto, por
el art. 17.1 del Estatuto de Autonomia, que dispone «corresponde
a la Generalidad de Cataluña el desarrollo legislativo y la ejecución
de la legislación básica del Estado en materia de sanidJid interiOr».
El Real Decreto 2210/1979, de 7 de septiembre, atribuyó compe­
tencias a la Generalidad en materia de sanidad interior consolida-
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Tercero.-En la d~tnna Junsprudenclal, las SentenclÍls a las que
nos referimos. como decíamos en el fundamento primero. son las
de 30 de noviembre de 1982 (publicada en el «Boletín Oficial.. del
29 de diciemh{e), recaída en un~ de inconstitucionalidad
interpuesto contra la Ley lOfl98 1, de 18 de nOViembre, del
Parlamento vasco; que aprueba el 'Estatuto del Consumidor. y en
la que. junto a otras cuestiones, Be estudia la distribución de
competencias en materia de «aditivos» (fdos. 6.'" y 7.°. Y las de 28
de abril (<<BoIetin Oficial» del 17de mayo) y 20 de mayo (<<1IoIetin
Oficial» del 17 de junio), ambas de t 983, recaídas en conflictos de
competencia•.promovidos, UtIO por el Gobierno vasco. y el otro por .
la Generalidad de Cataluña, en las que estudian, junto a otras

'reglas, la contenida en el an: 2.°.4 del Real Decreto 2824/1981. de
27 de noviembre, precepto en «que se atribuye a la Bestión a nivel
nacional • autorización a etec:tos SlI1lÍtllriOs de los aditivos y
demás productos que,-por sus ~ales carac\eristicas.. exigen un
contml a nivel D8Cl0Dllbt (fdo. 3. y fdo. 4.° respectivamente). Bien
RlCientemente (Sentencia del 16 de jálio .actual. recaída en el
recurso de inconstitucionalidad núm. 707/19S3), este Tribunal ha
reiterado esta doctrina, al analizar el ano 10 de la Ley entonces
itllJ)Ulllllda.. Se ha dicho en esta Sentencia que «es ~mpetencia
est8t8l la elaboraci6nde listas positiVas y la fijación de ,una lista

..neptiva y abierta de elementoS, ítlp'edientes o productos prohib,­
do& en cuanto nocivos·o peligrosos PlII3 la «Sa1l1d» y ella atribución
a la eompeIlenC/li-., dentro de la definitiva en el arto 149.1.16,­
de la Constitución, le uentó en que «ello es Básico en materia de
sanidad y, en cuanto tal, competencia estatal. pues una prohibición
sobre alguna de tales productO\realizada por cualquier Comunidad
Autónoma «impediria el libre comercio de mercancias y supondria
la introducción de un Iilctor de desigualdad en cuanto a las
condiciones básicas de protección a la salud» (deciamos recor­
dando la SentenciaJ2/1983J. . .

La eutorización grenénca de adlltvos. medl8nte el sIstema d~
«listas positiVllS» (que es, como hemos VlstO.-e!- acogido por el
Código Alimentario Español en materia de aditivos). penenece.
según la aludida jurisprudencia, que reiteratnOs en este caso, al
campo de lo'«normativ~ y no al de «ejecución». y. en el campo
normativo, pertenece a \o que es propio de las «bases» de la
sanidad interior. Como tal competencia normativa y básica, la
hemos cosiderado en la Sentencia del 28 de abrit de 1983 (a la que
sigue la Sentencia de 20 de mayo de 1!l83). Es normativo por su
eficacia general y duración indeterminada .y. en definitiva. por
vet1ir a integrarse en el ordenamiento respecto a la sanidad
alimentaria, y aplicarse, tal regulación general, a la especificidad de
los supuestos (autorizaciones singulares de productos) que dentro
de la óbligadasujeción al sistema de lista positiva, puedan
planteanle. Es básico porque pueden considerarse cómo directriz
principal de la sanidad alimentaria (en este sentido. además de las
mencionadas Sentencias. la de 30 de noviembre de 1982). Desde
estos planteamientos, que se montan sobre las ideas de pnenecer a
la «materia de sanídad interior», tener un «carácter normativo» y
calificarse de «regulación básica», se colige. sin dificultad, que el
establecimiento de las «listas positivas», y. por tanto, 'la dctermina­
ción de los aditivos incluibles en estas odistas», es de com~tencia
estatal por vinud de lo dispuesto en el ano 149.1.16. de la
Constitución. .

Distinta de esta determinación genérica, mediante el sistema de
«listas positivaSl> es la autorización sanitaria y registro individuali­
zado que establecen las disposiciones ·aplicables al caso (Decreto
797/1975, de 21 de marzo; Orden de 18 de agosto de 1975:

'Resolución de 26 de febrero de 1981). Esta distinción es a la que
alude nuestra Sentencia~ 16de julio actual, cuando partiendo del
«¡rada de minuciosidad con que está regulada la posibilidad de
utilizar cada aditivo en cada tipo ¡je producto alimentario, y la
especificación de la proporción en que cada sustancia puede
emplearse en 'cada género de productos alimentarios» (en las listas
positivas), consideia que «la.~leticia estatal de fijación de
bases a lOs~ de la .vigilaneta saiiítaria se cum'ple satJsfactona­
mente así». Senlado este sup'uesto básico, Ja verificación de. si un
deterniinado producto que·'l.uiec~Janzarse.,aJ.m~ocUIllple las
exi¡encias de las ~tas positl~, )' la éollsigtiíente autorización e
i.nseripcióñde tal producto constituye una competencia,de ejecu­
ción. Como en 1IH presentes.conflictos la cuestión versk sobre estas
autorizaciones específicas Y5llbsiguie'ntes inscripciones, y no sobre
el establecimiento de las listas positivaS, en los términos que

I
dispone el Código Alimentario Español (4.31.02), la cuestión es
dilucidar a quién corresponde esta competencia que, por lo 'que
hémos visto, se refiere a la «sanidad interio~ yes de «ejecución».

Cuano,-Si la inclusión de un aditivo en unas listas positivas noI excluye del cumplimiento de las exigencias de autorización sanita-
ria y registro indiviilualizado, y la competencia ejercitada en los
casos a los que se contraen estos conflictos es la de autorización e
inscripción individualizada. autorización que ha de ajustarse a los
criterios generales que dicte la Samdad Pública Estatal, no puede
llegarse a otra conclusión que a la de entender-que la competenc,a
es C!éla Generalidad de Cataluña.. según lo establecido en el ano 17.1

das en el mareo de la Constitución y del Estatuto de Autonomia
(an. 17.1 y dispOsición ·transitoriafi.-, ~, del Estatuto), que al
respecto han conferido a la GeneTa1idad la competencia de desarró­
110 legislativo Y,la e,iec:ucioo de. 1a.legisl~ciól1; ~siCá en la ma~a.
Como la alitonzaclÓD' r5ubsiJUlente IDscnpctón en el Reg¡strg
correspondiente de los J!I'I)CiuctOs es expresión de fiIcu1tades califi­
cables como de ejecució'n, concluye la Generalidad que es a ella y
no a la Administración Central, a quien corresponde autorizar, en
primer lujar, e inscribir posterionnente, en concreto, los indicados
productos aditivos. . ' .

Coincide el Abopdo del Estado en que Iá re¡la IlOmpeteDj:lal
llplicabJe es la del ut. 17.I·del Estatuto, pues se tra;a de materia de
sanidad interllH' yque se trata, efectivamente, 1!e una competencia
~ecJlCÍón;~ embarJo, soStiene que la competencia eones-

.. a la.Ac!Jninistracl6n CentAll, en virtud de lo previsto en d
.49.1.16.- deJa Constitución, qué ~rva al Estado las «ba$es'"
y·coordinación Jellera! de la~, pues se ttlll8, dice, «de uno
de los C8SOI en que 'Ia extensión de las com¡í'etencias estatales
básicas désborda el plano pumnente norniativo para alcanzar a
medidas, .concretaS por su contenido,pero necesanamente genera­
les en cuanto a SIl imbito 1etTitorial de 'eficacia y, por ello,
insepa,rables de.1a propia ordenación normativa básica».

No sUJBe cuestión, pues, e¡¡ cuanto al título competencial (el de
sanidad interior) y tampoco en cuanto ala naturaleza del acto (de
~ón). En la IUteria, Cataluña blI asumido competencias de
desarrollo y'ejea¡CÍÓD de la1egislaci6n estatal, .CODcompetenCÍ8S
que, aparte las df¡anizativas e ÍJUpectorllS,comprende,· obvia­
mente, y por lo general, tanto ~l establecimiento 'de regulaciones
sobre productos alimenticios..espectficos como la autorización de
estos productos, dentro de las previsiones básicas de la legislación
estatal y, en su caso, de la legislación de desarrollo. La cuestión
surge porque el AbQpdo del Estado Sostiene que toda Ja materia de
aditivos, tanto las ~ones generales como los actos concretos
o singulares de autoríZaCi6n, pertenecen al área de lo 'básico. Cree
el Abogado del Estado queti'ente a lo que ocurre con los demás
productos alimentarios. los aditivos (y otros de caraeteristicas
asimismo especiales) quedan sometidos , un régimen de sinP.Jar
vigilancia que, por lo ,que imPOrta a efectos competeneiales,
consiste en su control a nivel nacional. Para llegar a tal conclusión
no trae a colación reglas competenciales de las que inferir esa
singularidad. sino, a su entender, la jurisprudencia constitucional
contenida en las STC 717/1982, de 30 de noviembre (fdo. 7.°,
32/1983, de 28 de abril, y 42'1983. de 20 de mayo, interpretativa
de la regla del aft. 149.1.16. de la Constitución y de lo que en
el Estatuto, en este par1icuIar afio al de Cataluña, se dice al respecto,
esto es. respecto a la competencia en materia de sanidad interior.
Pero antes de discnrrir por este camino, es preciso que hagamos
algunas consideraciOnes respecto al régimen de los aditivos en
nuestro derecho. en la medida oponuna para ayudar a resolver los
presentes conflictos competenciales. .

Segundo.-Este análisis es necesario porque -sostiene la Genera­
lidad- el sistema arbitrado por la normativa española en materia de
«.aditivos» se monta en la distinción entre lo que llama «autoriza'
ción ¡enérica o.detennínación de un aditivo», incluyéndolo en una
odista positiva» y lo que llama «autorización específica de un
producto determinado» (y consiguiente inscripción registral).
Mientras la genérica constituye una norma básica -y así lo acepta
la Generalidad-'de competencia estatal, la específica o singular es
un acto de'ejecución, y como tal, de competencia autonómica. En
este punto -competencia estatal pam la autorización genérica- no
hay cuestión; la' etlestión estriba en .la competencia pam la
autorización específica o sin¡u1ár, pues el Abogado del Estado
viene a ddender la" idea que tanto el establecimiento de listas
positlvas de aditives,.:y todO 10 referente aso modificación, como
las autorizaciones siJlíulares de productos (que es el caso de estos
COIIftict&i) .es de la competeneia estatal, plies a uoo:y a otro cuadra
la calificación de~. . .. ~~ '" ."

En nuestra aorma1iva lObi-e sditivós ·sL dilCingue, efectiva­
mente. la elabonlci6n de lea «fistas po$itiv_l4.JI.()2..deI CódilIo
Alín'teotario ~oI), • lIKldo que, sólo podrtn 'u1iJi2oane los '
actitf;os itlcluidoS en''lísmismas; comJ*mentarias del Código
Alimentario en los t!rtninos que 'dice eIIá~ y la autorizllción .
sanitaria y R9*o Üldlvidoa1iDdo suje1a, rom& es obvio,.aI
marco de 'Ias listas poiití1lU. Como en el caso de los presentes
contlictos. DO se trata de la competencia para la elaboración de
estas «listas positi~, incuestionablemente de la competencia
estatal. según nec:onoce'la propia Generalidad, sino de la autoriza­
ción sanitaria y registro individualizado en el Repstro correspon­
diente, el tema a, considerar es si, al i&ueI que se afirma para el
establectmlento y mochfiCBClón de las «listas positivas», la compe­
tencia para los actos singulares de autorizaci6n e inscripción,
cuadra a -ésta la cálíficaci6n de «básico... Para preparar la respuesta
a esta pregunta pasamos a considerar. antes. lo que en punto a la
materia de sanidad interior. y, en concreto, a aditivOS, ha dicho este
Tribunal.



30 Miércoles 14 agosto 1985 BOE núm. 194. Suplemento

de su Estatuto, dentro del marco definido en el art. 149.1.16."
de la Constitución, pues a la Generalidad corresponde, en materia
de sanidad interior, la ejecución de la legislación básica, y en esta
legislación se integran las reglamentaciones sobre aditivos, según el
sistema de listas al que hemos aludido anteriormente, de las que,
en. el ca~ ~ingularizado de otorga!Die~to de autorización e inscrip­
clon mdlvlduallZada, se hace aplIcacIón.

Esta es, además. la solucIón acogida en el Real Decreto
2210/1979, de 7 de septiembre, sobre transferencias de competen­
cias a la Ge.neralidad de Cataluña, entre otras materias, en la
samdad, pues en él se traspasaron a 14 Generalidad~ competen­
cias de «control sanitario», cuando la actividad se desarrolla en
Cataluña. El art. 16.2 de este Real Decreto dispuso que «en el
ejercicio de las funciones contenidJs en el número anterior, se
entenderá que los criterios técnicos de aplicación será los conteni­
dos en las instruccione~ que, c~n c¡¡rá~ general, die;te el Minisle­
no de Samdad y Segundad Socia1 o qwen resulten de la aplicaciófl
de t~atados internacionales ratificados por el .&lado ~ol y
publIcados de acuerdo con lo previsto en el título prelimmar del
Código Civil».

Se trata, comase ve, de dos niveles competenciales. Uno, de la
Administración Central, referido a «criterios técnicos de aplica­
ción», esto es, las listas positivaS, de la competencia estatal, por su
carácter normativo y básico. Otro, de la Administración Autonó-'
mica, competente para el otorgamiento e inscripción singularizada,
con· sujeción a estos criterios técnicos de aplicación, o listas
positivas. por tratarse de «ejecución» en «materia sanitaria inte­
rior» de la normativa básica emanaqa del Eslado.

Quinto.-Distinto del tema com~tencial, que es el propio del
proceso de conflicto. denuncia la Generalidad de Cataluña, que el
producto «Melacide P/2» (conflicto 505/1983) se ha autorizado SiD
que exista, al respecto, lista positiva de aditivos autorizados para
los productos de pesca; que el producto 4lAfilae1» (conflicto
742/1983) contiene un aditivo que no está incluido en los criterios
técnicos aplicables. y que el producto «Rosecarn» (conflicto
79/1984) se ha autorizado sin que exista «lista positiva». Tal
proceder se califica, por un lado, de contrario al sistema arbitrado
por la normativa española es materia de aditivos (a partir del
Código Alimentario Español. arto 4.31.02) y conculcador, por esto;
de esta normauva; y. por otro, de conversión de unas autorizacio­
nes e inscripciones que deben ser singulares y basarse en unos
criteri0Ejnerales. en unas .autorizaciones genéricas de sustancias
aditivas las que contienen los indicados productos «Melacide
P/2», Iact» y «Ro5ecarn»). .
. La oposición de las autorizaciones específicas a las rexlamema,­
clon~ gene~~ Y,. en su caso, el oto?l\miento <!e aquéflas sin 'a
preVIa defimC10ngeneral medIante el sIstema de listas POSItiVas. es
tema distinto al competencial y, por eSto, ajeno a este proceso. La
declaración de la competencia y.. por la violación de la regla

17401 Recurso de amparo número 103/1984, Sentencia
número 92/1985. de 24 de julio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcla-Pelayo y Alonso, Presidente; don Manuel Díez
de VelascQ Vallejo, doña Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez­
Ferrer Morant y doñ Angel Escudero del Corral, MagistradOS, ha
pronunci~ •

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA.

En el recurso de amparo núm. ¡03/1984, promovido por la
Procuradora de los Tribunales doña Consuelo Rodrigqez Chacón,
en nombre 'Y representación de don Francisco Gracia <1uillén, bajo
la dirección del Abogado don Anastasia Garcla Reche, contra doS
Autos.dietados por la Sala Segunda del Tribunal Supmnó los dial,
respectivamente, 2 de diciembre de 19U y 24 de enero de 1984. En
el recuno de amparo han sido tambiéb parte el Ministerio Fiscal
y el Procurador de los Tribunales don JuanCorojo y López­
Villamil, en nombre y representación de, don Carlos Barral Agesta,
bajo la dirección del Abogado don Gerardo Turiel de Castro. Ha'
sido ponente el Magistrado don Manuel Diez de Velasco Vallejo,
quien .expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES •

Primero.-Con fecha 16 de febrero de 1984, entró en este
Tribunal Constitucional (T.C.) un escrito presentado por doña
Consuelo Rodriguez Chacón, Procuradora de los Tribunales, que
actúa en nombre y representación de don Francisco Gracia Guillén,

competencial, la anulación de las reSoluciones que han originado.
los conflictOS, permitirá a la Administración competente apreciar
si, como sostiene la generalidad,' falta el presupuesto de la previa
reglamentación ~eneral, necesaria Jl!II'a el otorgamiento de las
autorizaciones e mscripciones indiVIdualizadas.

En otros conflictos pendientes de decisión ante este Tribunal
(los núms. 699/1984 y 659/1984) se dice, además, que la autoriza­
ción e inscripción individualizada del producto «Rosecarn» ha sido
anulada «por no existir lista positiva en la que se permita la
utilización de este aditivo en los productos' para los que fue
autorizado». Esta alepción, que no ha sido hecha en los procesos
contlictuales de qúe conocemos ahora, refuerza, la línea argumental
que hemos seguido, pues viene a r'econocer la distinción entre la
reg1limentación general y básicaa través de la elaboración de «listas
positivas» y los actos singulares de ·autorización. que son
proPIOS de la competenCia de «ejecución». No cabe inferir, sin
embargo, que la anulación de la autoriiación del indicado producto
deja sin contenido arproceso c-onflictual referente ill mismo (el que.
lleva el núm. 79}1984), pues' la anulaci4n se ha producido por
oposición a lo que dispone la legislación en la materia en cUantoa
la exigencia previa a la autorización singular a la inclusión del
aditivo en una «lista», y no por la invasión de la competencia
autonómica.

FALLO:

En ·atención a todo lo expuesto, .el Tribunal Constitucional.
.POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE tA CONSTlTU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA;

Ha decidido:

Primero.-Que la titularidad de la competencia controvertida en
los conflictos positivos registrados bajo los núms. 505/1983,
742/1983 Y 79/1984, corresponde a la Genera1idad de Cataluña.

Segundo.-Que son nulas por estar viciadas de incompetencia las
resoluciones de la Dírección General de la Salud (Mmisterio de
Sanidad y Consumo) de 14 de marzo de 1983, sobre autorización
e inscripción en el registro General Sanitario de producto «Mela­
cide P/2»; de 20 de junio de 1983, sobre autorizaetón e inscripción
en el Registro General Sanitario del producto «Afilact», y de 19 de
septiembre de 1983, sobre autorización e inscripción en el Registro
General Sanitario del producto «Rosecarn». -

Publíquese ésta Sentencia en el' «BoletlD OficiaÍ del Estado».

Dada en Madrid i 23 de julio de· I 985.-Firmado: Manuel
Garcia-Pelayo y A1onso.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel Lato­
rre Segura-Manuel Díez. de Velasco ValIejo.-Francisco Rubio
Llorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis Díez-Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Angel Escudero del Corra1.-Francisco Pera.
Verdaguer.-Rubricados.

interponiendo recurso de ampitro contra el auto dictado por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo el día 2 de diciembre de 1983, por
el que se acordó sobreseér libremente las· actuaciones seguidas
contra don Carlos Barral Agesta, Senador, al. no haberse accedido
por el Pleno del Senado a conceder la autorización que le había sido
interesada para la continuación de tales actuaciones y decretar el
procesamiento de aquél, así como contra el auto de la misma Sala
de 24 de en~ de 1984,contirn'tatorio del anterior. .

Segundo.-Los hechos en que se fundliinenta el recurso de
amparo son, en esencia, los siguientes:·. . ..

a) . El hoy demandanje de ampero Úlierpuso querella po'\' delito
de injurias graves contra don Carlos Barril Ages1a, siendo admitida
por el JllZJado-de InstruccióD núm. I de Oviedo, que dictó auto de...
procesarDlento el.día 16 de marzO' de 1982. Con fecha 14 de abrit
de 1983, la Audiencia Provincial de Oviedo dietó auto estimaforie:t
del recurso de. apelacifm formulado' por el procesado, tras hallet
pasado éste a. tener la condición de Senador. acordando dejar sio
efecto su proc:e8amiento y .emitir las llC1Ul\dOnes a la Sala Segi!oo.,
del.Tribunal Su)XelJIO\- q\le soIici\(l del Seaa<lo autorización JiiWl
procesar al señor Barra! A8esta. . ,~...

b) Por la representación del demandante de amparo se formu­
ló ante la Sala Segunda del Tribunal Sup¡:emo escrito de 24 de
noviembre de 198'3, en el que mal1ÍfestabIJ que era de dominio
público que ell'leno del Senado había denegado el suplicatorio que
se le había interesado y, eD consecuencia, SQlicitaba se dispusiese lo
pertinente a fin de que en la forma mú procedente en Derecho
quedasen tutelados sus derechos al honor, a la intimidad personal
y familiar y a la propia imagen. La Sala, mediante auto de 2 de
diciembre siguiente, declaiV que no le resultaba «legalmente
factible» adoptar medida alguna sobre lo solicitado y acordó el libre
sobreseimiento de las actuaciones, y

c) Frente al auto anterior, interpuso el demandante de amparo
recurso de reforma, en el que alegó que dicha resolución infringia


